UNIYEB.SIDAD  CENTRAL  DE  YENEZUELA 

FACULTAD  DE  CIENCIAS  POLITICAS 


JOSE  S.  BRUZUAL 


ESTUDIO  SOBRE  EL  ESTADO  Y CAPACIDAD  DE  LAS  PERSONAS 

(derecho  internacional  privado) 


TESIS  PARA  EL  DOCTORADO 


UNIVERSIDAD  CENTRAL  DE  VENEZUELA 

FACULTAD  DE  CIENCIAS  POLITICAS 


JOSÉ  S.  BRUZUAL 


ESTUDIO  SOBRE  EL  ESTADO  Y CAPACIDAD  DE  LAS  PERSOMS 


(derecho  internacional  privado) 


TESIS  PARA  EL  DOCTORADO 


CARACAS 

TIPOGRAFIA  UNIVERSAL 
19H 


3^,0987 

£ g sftí. 


mi  ylanda  y noAia  amiyo 


'ocíol  QydyUliaA  dffulbo. 


mU  liáiinyuí&oé  maeútíoá 

2)octole&  IlaA-elico  ^CClAano  y 

Hlátix  Qdldoníaú. 


mía  apiadado®  amiyoá 
dyf analai  di.  <^^laAy  (Id^iuaé, 

HAoctol  ^Q^iajo  d^uioaya, 

^SÓoctol  (^>lí®t6Í>ai  '^Q.  QjftanA  o^a, 
©i.  di.  OdlC.  ^Quitad  QyICaof}aáo  y 
(S)octol  <f>  dftiiayo  (piiacin. 


ESTUDIO  SOBRE  EL  ESTADO  Y CAPACIDAD 
DE  LAS  PERSONAS 

I 

Es  un  principio  generalmente  aceptado, 
que  las  leyes  relativas  al  estado  y capacidad 
de  las  personas  siguen  á estas  en  donde  quie- 
ra que  se  encuentren. 

El  establecimiento  de  esta  doctrina  en 
los  Códigos  modernos,  ha  sido  la  obra  de  una 
necesidad  social  que  se  imponía  para  acabar 
con  la  incertidumbre  y la  indeterminación  de 
todos  los  derechos,  pues  según  las  antiguas 
teorías  resultaba  que  una  persona  era  capaz  en 
un  país  é incapaz  en  otro;  aquí  se  le  recono- 
cían ciertos  derechos  mientras  que  allá  se  le 
negaban,  y en  fin,  había  tal  confusión  de  ideas 
y principios  que  los  autores  se  vieron  obliga- 
dos á establecer  una  regla  única  que,  concilian- 
do  todos  los  intereses,  le  diera  fisonomía  pro- 
pia al  estado  de  las  personas. 

A este  respecto  escribe  Bouhier,  «que  si 
bien  ninguna  ley  debe  tener  un  valor  extra- 
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territorial,  no  obstante,  el  interés  particular 
de  los  pueblos  limítrofes,  la  cortesía,  la  mutua 
benevolencia  y la  consideración  de  que  en  casos 
semejantes  las  propias  leyes  participarían  de 
igual  beneficio,  aconsejaban  hacer  algunas  ex- 
cepciones á los  principios  absolutos,  y exten  * 
der  la  autoridad  de  ciertas  leyes  más  allá  de 
los  límites  del  territorio  de  cada  soberano.» 


II 

ANTECEDENTES  - TEORIA  ANTICUA 

Los  escritores  antiguos,  á semejanza  de 
los  pueblos  de  Oriente,  suponían  que  cada 
Estado  debía  considerarse  como  aislado  é in- 
dependiente de  los  demás,  y que  dentro  de 
sus  fronteras  no  se  podía  aplicar  otra  ley  que 
no  fuera  la  suya  propia,  y por  consiguiente  las 
leyes  de  cada  nación  regían  los  bienes  que 
se  encontraban  situados  dentro  de  su  terri- 
torio, bien  fueran  bienes  muebles  é inmuebles, 
lo  mismo  que  á las  personas  sin  tomar  en 
cuenta  para  nada  su  nacionalidad  ó domicilio; 
así  como  también  los  actos  celebrados  en  la 
circunscripción  de  su  mismo  territorio.  Así  es 
que  todo  extranjero  al  llegar  á un  Estado  se 
encontraba  sometido  á la  ley  territorial,  tanto 
en  su  persona  como  en  sus  bienes.  Esta 
doctrina  era  una  consecuencia  del  principio 
proclamado  por  Boúllenois:  «En  estricto  de- 
recho las  leyes  que  hace  cada  soberano  no  tie- 
nen fuerza  ni  autoridad  sino  en  la  extensión 
de  sus  dominios.» 
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Como  resultante  inmediata  de  los  princi- 
pios expuestos,  ningún  soberano  podía  pre- 
tender que  se  le  diese  un  valor  extraterritorial 
á la  ley  sin  menoscabar  la  independencia  y 
soberanía  de  los  demás  Estados. 

La  exageración  de  estos  principios  fué 
el  puntó  principal  de  donde  partieron  todas 
las  falsas  teorías  que  se  establecieron  para 
resolver  los  conflictos  de  las  legislaciones; 
pero  bien  pronto  sus  mismos  defensores  ad- 
virtieron todos  los  inconvenientes  que  se  pre- 
sentaban en  su  aplicación,  y podemos  decir 
que  del  acuerdo  casi  unánime  de  los  autores 
en  modificar  los  principios  del  derecho  es- 
tricto por  causa  de  utilidad  común,  nació  la 
teoría  de  los  estatutos. 


XXX 

TEORIA  DE  LOS  ESTATUTOS 

A los  juristas  de  la  Edad  Media  llamados 
también  postglosadores  ó comentaristas  les 
corresponde  la  gloria  de  haber  sido  los  pri- 
meros en  desarrollar  está  doctrina  durante  los 
siglos  medios  y siguientes,  que  luego  los  Có- 
digos modernos  han  sancionado  en  sus  dis- 
posiciones. 

Estos  sabios  doctores,  dividen  todas  las 
leyes,  costumbres,  ó fuentes  del  derecho  de  una 
nación,  en  tres  categorías,  llamadas  estatutos 
personales , estatutos  reales  y estatutos  mixtos. 

« En  la  antigüedad,  dice  el  Doctor  Domí- 
nici,  la  palabra  estatuto  se  aplicó  á las  leyes 
y costumbres  municipales  de  una  provincia  ó 
ciudad,  para  distinguirlos  del  derecho  común, 
y los  autores  antiguos  la  emplean  cuando  tra- 
tan de  la  colisión  entre  leyes  ó costumbres  de 
diferentes  regiones  de  un  mismo  Estado.  De 
allí  pasó  como  voz  técnica  á la  colisión  de 
leyes  nacionales  y extranjeras.» 
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Se  da  el  nombre  de  estatuto  personal  al 
conjunto  de  leyes  que  sirven  para  determinar 
el  estado,  la  capacidad,  las  relaciones  de  pa- 
rentesco de  una  persona  con  su  familia,  sus 
derechos  y deberes  civiles,  haciendo  abstrac- 
ción de  sus  bienes. 

Estatuto  real \ es  el  conjunto  de  leyes  que 
se  refieren  directamente  á los  bienes  y con  es- 
pecialidad á los  inmuebles,  como  por  ejemplo, 
las  leyes  relativas  á la  naturaleza  de  las  cosas, 
sus  divisiones  y condiciones.  Lo  mismo  que 
las  que  se  refieren  á su  trasmisibilidad  y ena- 
jenación, y en  fin  á todos  los  derechos  que  se 
establecen  sobre  ellas,  tales  como  servidum- 
bres, privilegios,  hipotecas. 

Estatuto  mixto,  es  el  conjunto  de  leyes 
que  se  refieren  á un  mismo  tiempo  á las  per- 
sonas y á las  cosas. 

No  estamos  de  acuerdo  con  la  indicada 
división  tripartita  de  los  estatutos  hecha  por 
varios  autores,  y decimos  con  un  eminente  co- 
mentador patrio,  «que  no  existe  el  estatuto 
mixto  en  el  sentido  de  que  puedan  reputarse 
reunidos  en  algún  caso  el  estatuto  personal  y 
el  real,  como  pretenden  algunos  autores.  To- 
das las  leyes  de  fondo  se  refieren  á las  perso- 
nas y á las  cosas,  pero  llámanse  especialmente 
leyes  personales  las  que  tienen  por  objeto 
principal  é inmediato  las  personas,  y leyes 
reales  las  que  se  contraen  directamente  á las 
cosas.» 

De  modo  que  para  distinguir  el  estatuto 
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personal  del  estatuto  real,  debemos  fijarnos  en 
primer  término  en  el  efecto  inmediato  de  la 
ley;  porque  si  nos  fijáramos  en  los  efectos  re- 
motos nos  encontraríamos  que  toda  ley  sería 
de  estatuto  personal  y de  estatuto  real  al  mis- 
mo tiempo.  Asi  es  que  tenemos,  que  si  el 
objeto  inmediato  de  la  ley  es  reglar  el  estado 
de  las  personas,  como  por  ejemplo,  su  capa- 
cidad ó incapacidad  para  ejecutar  actos  jurídi- 
cos, el  estatuto  será  personal,  desde  luego  que 
sus  efectos,  con  relación  á los  bienes,  son 
una  consecuencia  remota  de  la  personalidad. 
Y del  modo  inverso,  si  el  objeto  principal  é 
inmediato  de  la  ley  que  trata  de  aplicarse  es 
determinar  la  naturaleza,  la  cualidad  de  los 
bienes,  el  estatuto  será  real,  puesto  que  sus 
efectos  con  respecto  á la  persona,  son  una 
consecuencia  remota  del  objeto  inmediato  del 
estatuto. 

Hecha  la  división  de  los  estatutos,  se  es- 
tableció el  principio,  como  antes  hemos  dicho, 
de  que  las  leyes  personales  seguían  á las  per- 
sonas en  cualquier  parte  donde  fijaran  su 
residencia  ó domicilio,  mientras  que  las  leyes 
reales  no  podían  traspasar  los  límites  del  terri- 
torio de  los  demás  Estados. 

Esta  doctrina  ha  sido  vivamente  comba- 
tida en  los  últimos  tiempos  por  notables  pu- 
blicistas, entre  ellos  Fiore  y Laurent,  y no 
obstante  que  se  le  acusa  de  deficiente,  por 
no  expresar  con  precisión  la  diferencia  que 
debe  existir  entre  leyes  personales  y leyes 
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reales,  la  usamos  en  el  curso  de  este  lijero 
estudio,  para  no  caer  en  una  lamentable  con- 
fusión, pues  cuando  emprendimos  este  tra- 
bajo fué  con  el  objeto  de  ajustarlo  en  todo 
á la  legislación  venezolana,  y nuestro  Código 
Civil  no  reconoce  otra  doctrina  que  no  sea 
la  doctrina  de  los  estatutos. 


Nuestro  Código  Civil  establece  en  su 
artículo  7?  «Las  leyes  relativas  al  estado  y 
capacidad  de  las  personas  obligan  á los  ve- 
nezolanos aunque  residan  ó tengan  su  domi- 
cilio en  país  extranjero.»  De  donde  resulta 
que  el  venezolano  residente  ó domiciliado  en 
país  extranjero  no  podrá  hacer  valer  entre  no- 
sotros aquellos  actos  celebrados  por  él  en 
contravención  con  la  ley  venezolana,  aunque 
por  la  ley  del  lugar  de  la  celebración  del  acto 
fuere  capaz  para  ello.  Asi  es  que  el  venezola- 
no que  se  casare  en  el  extranjero  antes  de  la 
edad  en  que  la  ley  venezolana  lo  permite,  apro- 
vechando la  ley  extranjera  que  lo  favorece, 
ese  matrimonio  celebrado  contra  la  ley  vene- 
zolana no  tendrá  eficacia  alguna  en  Venezue- 
la, y lo  mismo  diremos  del  matrimonio  cele- 
brado por  un  clérigo  católico  ordenado  in 
sacrisy  aunque  por  la  ley  de  la  celebración  del 
acto  estuviese  permitido  el  matrimonio  de  los 
sacerdotes. 

Del  mismo  modo  debemos  suponer,  pues- 
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to  que  nada  nos  induce  á creer  lo  contrario, 
que  el  legislador  venezolano  ha  querido  dejar 
á los  extranjeros  residentes  ó domiciliados  en 
Venezuela  bajo  el  imperio  de  su  ley  nacional 
en  todo  lo  que  se  refiere  á su  estado  y capaci- 
dad. Y como  es  fácil  comprender,  el  objeto  que 
se  promete  alcanzar  la  disposición  de  nuestro 
Código,  no  se  conseguirá  si  los  tribunales  ex- 
tranjeros no  concurren  con  su  apoyo  para  que 
sea  debidamente  aplicada,  negando  á los  ve- 
nezolanos residentes  ó domiciliados  en  su  país 
la  eficacia  de  aquellos  actos  que  hayan  sido 
celebrados  en  contravención  con  la  ley  ve- 
nezolana. 

Ahora  bien,  sólo  á título  de  reciprocidad 
es  que  podemos  solicitar  este  concurso  de  las 
autoridades  extranjeras  en  los  casos  en  que 
se  trate  de  aplicar  las  leyes  relativas  al  estado 
y capacidad  de  las  personas. 

Como  dijimos  al  principio,  la  causa  que 
ha  movido  á los  legisladores  á establecer  en 
casi  todos  los  códigos  modernos  el  principio 
que  venimos  sustentando,  ha  sido  evitar  en 
lo  posible  los  múltiples  conflictos  que  se  pre- 
sentarían á cada  paso  cuando  se  tratase  de 
aplicar  las  leyes  que  reglan  el  estado  de  las 
personas,  debido  á la  gran  diversidad  de  las 
legislaciones;  y como  muy  bien  observa  Ro- 
demburg:  «silos  derechos  de  la  persona  de- 
biesen ajustarse  á la  ley  de  los  lugares  en 
que  aquella  pueda  residir,  el  estado  del  indivi- 
duo cambiaría  en  cada  viaje,  lo  que  es  un  ab- 
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surdo,  pues  equivaldría  á suponer  que  se  pue- 
de ser  á un  mismo  tiempo  mayor  en  una  parte, 
menor  en  otra,  aquí  alieni , allí  sui  juris.» 

A pesar  de  las  consideraciones  expuestas, 
encontramos  que  ciertas  y determinadas  legis- 
laciones se  han  apartado  de  la  doctrina 
enunciada,  y han  establecido  principios  dife- 
rentes y aun  restricciones  y limitaciones  en 
favor  de  sus  respectivos  nacionales.  A este 
respecto  podemos  mencionar  la  legislación  de 
los  Países  Bajos,  la  de  Rusia  y otras. 


■v 

Ahora  se  nos  ocurre  preguntar,  si  lo  que 
hemos  dicho  con  respecto  á las  personas  físi- 
cas debemos  también  aplicarlo  á las  personas 
morales  ó jurídicas,  ó lo  que  es  lo  mismo,  si 
la  personalidad  jurídica  de  una  institución  que 
ha  sido  creada  con  arreglo  á la  ley  del  lugar 
donde  tiene  su  asiento  social  debe  ser  reco- 
nocida por  la  ley  de  los  demás  países. 

Comenzaremos  por  decir  que  las  opinio- 
nes de  los  autores  en  este  punto  están  muy 
divididas,  pues  mientras  unos  se  deciden  por 
la  afirmativa  otros  son  partidarios  de  la  doctri- 
na opuesta.  Sin  embargo,  la  mayoría  de  los 
autores  y la  jurisprudencia  han  decidido  la 
cuestión  por  analogía  con  las  personas  físicas; 
pero  otros  se  han  opuesto  al  establecimiento 
de  semejante  doctrina  y han  dicho  : que  las 
personas  morales  no  tienen  existencia  fuera  de 
la  jurisdicción  del  país  en  donde  han  sido 
creadas. 

Asser  y Rivier  escribe  : «La  sociedad  que 
goza  de  la  personalidad  civil  según  la  ley  de 
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su  asiento  social,  conservará  ese  carácter  en  to- 
dos los  demás  países.  Y de  un  modo  inverso 
las  sociedades  á las  cuales  niega  tal  carácter 
la  ley  del  asiento  social  no  lo  tendrán  tampo- 
co en  parte  alguna.» 

Ahora  nosotros  concluimos  con  la  mayo- 
ría de  lps  autores,  que  la  personalidad  jurídica 
de  una  institución  debe  ser  reconocida  por  las 
autoridades  de  todos  los  países,  siempre  que 
esa  personalidad  haya  sido  creada  de  acuerdo 
con  la  ley  del  lugar  donde  tiene  su  asiento  so- 
cial ; pero  estando  necesariamente  sometido  el 
ejercicio  del  derecho  que  esas  leyes  les  confie- 
ren á las  leyes  del  lugar  donde  quieran  hacer- 
los valer.  Por  consiguiente,  si  en  un  país  ex- 
tranjero, en  donde  estuviese  permitido  la  escla- 
vitud, se  formase  una  sociedad  con  el  objeto 
de  comerciar  con  esclavos,  dicha  sociedad  no 
tendrá  existencia  en  Venezuela,  puesto  que 
entre  nosotros  no  existe  la  esclavitud,  y desde 
luego  le  opondremos  la  ley  prohibitiva  vene- 
zolana, para  dejar  á salvo  el  orden  público. 
Y en  igualdad  de  circunstancias,  en  todos 
aquellos  casos  en  que  esté  interesado  el  or- 
den público  y las  buenas  costumbres. 


Las  leyes  relativas  al  estado  y capacidad 
de  las  personas  son  todas  aquellas  que  se  en- 
caminan á determinar  si  una  persona  es  mayor 
ó menor  de  edad,  las  que  establecen  las  re- 
laciones de  parentesco  existentes  en  una  mis- 
ma familia;  las  que  se  refieren  al  estado  de 
matrimonio,  celibato,  divorcio,  filiación,  poder 
paterno,  adopción,  emancipación,  tutela,  auto- 
ridad marital,  derechos  de  la  mujer  casada, 
y en  fin  las  que  comprenden  la  cualidad  de 
hijo  legítimo  ó ilegítimo  ; así  como  también 
las  que  señalan  la  capacidad  ó incapacidad 
de  una  persona  para  ejecutar  actos  jurídicos» 

«El  estado  de  una  persona,  es  el  con- 
junto de  las  circunstancias  ó cualidades  ju- 
rídicas que  la  ley  atribuye  al  individuo  consi- 
derado en  si  mismo  y en  sus  relaciones  con 
la  familia  y con  el  Estado.» 

«El  derecho  que  tiene  cada  persona  para 
ejercitar  su  propia  actividad  según  las  reglas 
establecidas  por  la  ley  á que  está  sujeta,  cons- 
tituye su  capacidad  jurídica.»  (Fiore,  Dere- 
cho Internacional  Privado). 
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Ahora  bien,  según  el  principio  estable- 
cido, resulta  que  dicha  regla  no  podrá  abarcar 
en  ningún  caso  aquellas  leyes  que  determinan 
la  cualidad  de  súbdito  ó ciudadano  de  un  Es- 
tado ; es  decir  la  nacionalidad. 

«Nunca,  escribe  un  eminente  tratadista  de 
Derecho  Internacional  Privado,  la  persona  que 
según  la  ley  de  un  Estado,  es  ciudadana  será 
considerada  como  extranjera  por  el  solo  hecho 
de  que  al  mismo  tiempo  goce  de  la  ciudadanía 
en  otro  Estado,  en  virtud  de  la  ley  de  este  úl- 
timo, y teniendo  o no  en  él  su  domicilio.» 

Nada  más  lamentable  que  la  falta  de  una 
regla  uniforme  en  lo  referente  á la  adquisi- 
ción y pérdida  de  la  nacionalidad,  pues  en 
ninguna  otra  materia  como  en  esta  se  hace 
necesaria  una  regla  común;  y es  sensible  que 
en  la  actualidad  las  legislaciones  de  los  diver- 
sos  países  no  estén  de  acuerdo  en  este  punto. 
Sólo  por  medio  de  una  regla  única  se  podrá 
impedir  la  multiplicidad  de  nacionalidad  en 
una  misma  persona  ó la  carencia  absoluta 
de  ella. 

Refiriéndose  á la  adquisición  y pérdida  de 
la  nacionalidad,  escribe  P'iore:  «Las  leyes  de 
los  diversos  países  que  regulan  la  adquisición 
y pérdida  de  la  ciudadanía,  son  muy  diferentes 
unas  de  otras.  Algunos  la  atribuyen  á todos 
los  que  mazcan  en  el  territorio  del  Estado. 
Esto  sucedía,  por  ejemplo,  en  Francia,  según 
el  derecho  antiguo,  y en  Bélgica  donde  en  vir- 
tud de  la  constitución  de  1815,  que  fué  abolida 
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por  la  de  1831,  se  atribuye  la  ciudadanía  á todo 
el  que  haya  nacido  en  el  territorio  del  Er- 
tado  de  padres  allí  domiciliados.  Esta  es  to- 
davía la  ley  que  rige  en  muchas  Repúblicas 
americanas.  La  Constitución  de  Chile,  por 
ejemplo,  atribuye  la  ciudadanía  chilena  á todos 
los  que  nacen  en  aquel  país  aunque  su  padre 
sea  extranjero.» 

La  Constitución  venezolana  sancionada  el 
cinco  de  Agosto  de  1909,  al  referirse  á la  ad- 
quisición de  la  nacionalidad  establece  en  su 
Artículo  13  : Los  venezolanos  lo  son  por  naci- 
miento ó por  naturalización,  (a)  Son  venezola- 
nos por  nacimiento  : i9  Todos  los  nacidos  en 

el  territorio  de  Venezuela.  29  Los  hijos  de 
padres  venezolanos  cualquiera  que  sea  el  lugar 
de  su  nacimiento,  (b)  Son  venezolanos  por 
naturalización  : i9  Los  hijos  de  padre  ó madre 
venezolanos  por  naturalización,  nacidos  fuera 
del  territorio  de  la  República,  si  vinieren  á do- 
miciliarse en  el  país  y manifestaren  su  volun- 
tad de  ser  venezolanos.  2?  Los  nacidos  ó que 
nazcan  en  las  Repúblicas  Hispano-americanas 
siempre  que  hayan  fijado  su  residencia  en  el 
territorio  de  la  República  y manifestado  su  vo- 
luntad de  ser  venezolanos.  39  Los  extranje- 
ros que  hubieren  adquirido  carta  de  naturaleza 
conforme  á las  leyes.  49  La  extranjera  casa- 
da con  venezolano  mientras  dure  el  vínculo 
matrimonial,  debiendo  para  continuar  en  el  ca- 
rácter de  tal,  disuelto  el  vínculo,  hacer  la  ma- 
nifestación á que  se  refiere  el  Artículo  14  de 
dicha  Constitución,  dentro  del  primer  año. 
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El  artículo  14  de  nuestra  Constitución 
dice : La  nanifestación  de  voluntad  de  ser  ve- 
nezolano debe  hacerse  ante  el  Registrador 
Principal  de  la  jurisdicción  en  que  el  mani- 
festante establezca  su  domicilio,  y aquél,  al 
recibirla,  la  extenderá  en  el  protocolo  respecti- 
vo y enviará  copia  de  ella  al  Ejecutivo  Nacio- 
nal para  su  publicación  en  la  Gaceta  Oficial. 

Un  desacuerdo  no  menos  notable  se  ob- 
serva en  las  leyes  de  los  diversos  Estados  en 
lo  que  respecta  á la  pérdida  de  la  ciudadanía. 
En  los  países  en  donde  prevalecen  todavía  los 
principios  del  feudalismo  se  admite  el  princi- 
pio de  que  una  vez  adquirida  la  nacionalidad, 
la  persona  se  encuentra  ligada  de  un  modo 
permanente  al  territorio  del  cual  es  miembro, 
y no  podrá  optar  por  la  nacionalidad  de  otro 
Estado  sin  el  consentimiento  previo  de  su 
Gobierno. 

Ahora  bien,  en  los  Estados  en  que  impe- 
ra la  doctrina  del  derecho  moderno,  se  esta- 
blece el  concepto  de  que  la  ciudadanía  es  una 
relación  libre  y voluntaria,  y que  por  consi- 
guiente cada  ciudadano  puede  renunciarla 
cuando  á bien  tenga  para  adquirir  otra  dis- 
tinta. Esta  doctrina  ha  prevalecido  en  el  De- 
recho Italiano,  y tiene  su  origen  en  el  Dere- 
cho de  Roma. 

Nuestra  Constitución  no  reconoce  la  pér- 
dida de  la  nacionalidad  en  ningún  caso,  excep- 
ción hecha  de  lo  dispuesto  en  el  Artículo  19  de 


— 25  — 


nuestro  Código  Civil,  que  dice  : «La  venezola- 
na que  se  casare  con  un  extranjero  se  reputa- 
rá como  extranjera  respecto  de  los  derechos 
propios  de  los  venezolanos,  siempre  que  por  el 
hecho  del  matrimonio  adquiera  la  nacionalidad 
del  marido  y mientras  permanezca  casada.» 


■VII 


Al  tratar  de  aplicar  las  leyes  que  reglan 
el  estatuto  personal,  se  nos  presenta  una 
cuestión  muy  debatida  entre  los  autores,  y 
es  la  de  saber  si  es  ley  personal  la  de  la  patria 
<5  nacionalidad  ó la  del  domicilio. 

En  esta  materia,  como  en  casi  todas  las 
de  Derecho  Internacional  Privado,  «en  donde 
no  hay  verdad  que  no  se  discuta  ni  proposi- 
ción que  no  se  niegue,»  como  dijo  un  nota- 
ble publicista,  las  opiniones  de  los  autores 
son  muy  contradictorias  entre  si.  Asi  tenemos, 
por  ejemplo,  que  Savigny  se  decide  por  la  ley 
del  domicilio  lo  mismo  que  la  mayoría  de  los 
escritores  antiguos;  en  tanto  que  el  Código 
Napoleón  consagra  el  principio  contrario,  que 
es  el  proclamado  por  la  escuela  italiana  mo- 
derna. 

Hagamos  una  breve  exposición  de  los 
principales  argumentos  que  militan  en  pro 
y en  contra  de  una  y otra  doctrina. 

Los  defensores  de  la  ley  nacional,  como 
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ley  personal,  se  apoyan  para  establecer  su  doc- 
trina en  que  la  nocidn  del  domicilio  carece  de 
precisión,  pues  muchas  veces,  dicen  ellos,  es 
difícil  determinar  donde  está  el  domicilio  de 
una  persona  ó sea  el  centro  de  sus  negocios  ó 
su  asiento  principal,  y además  puede  suceder 
muy  bien  que  una  persona  tenga  varios  domi- 
cilios. También  presenta  el  inconveniente  de 
la  gran  facilidad  que  hay  para  cambiar  de  do- 
micilio, y por  consiguiente  el  estado  de  las  per- 
sonas estaría  sujeta  á cambios  repentinos. 

« Habiendo  reconocido  todos  los  juriscon- 
sultos, dice  Fiore,  la  necesidad  de  hacer  esta- 
ble el  estado  de  las  personas,  deberían  conve- 
nir también  en  que  sería  más  difícil  conseguirlo 
haciendo  depender  todo  del  domicilio. » 

Los  partidarios  de  la  ley  del  domicilio  co- 
mo ley  personal,  contradicen  la  doctrina  opues- 
ta, alegando  que  una  misma  persona  puede 
tener  varias  nacionalidades  ó no  tener  ninguna, 
ó que  puede  pasar,  como  pasa  en  los  Estados 
Unidos,  que  en  una  misma  nación  haya  diver- 
sas legislaciones,  y entonces  no  sería  posible 
solucionar  ningún  conflicto,  pues  no  sabríamos 
que  ley  aplicar  en  semejanre  caso. 

Nosotros,  siguiendo  la  opinión  de  la  ma- 
yor parte  de  los  autores,  creemos  que  lo  más 
conveniente  es  establecer  como  ley  personal, 
la  de  la  nacionalidad;  pero  en  caso  que  la  ley 
nacional  nada  resuelva,  como  sucedería  si  una 
misma  persona  tuviere  dos  nacionalidades,  ó si 
se  tratase  de  naciones  en  donde  no  hubiere 
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uniformidad  de  legislación,  como  por  ejemplo, 
en  Inglaterra,  Estados  Unidos,  debemos  ocurrir 
forzosamente  á la  ley  del  domicilio. 

Como  en  las  legislaciones,  lo  mismo  que 
entre  los  autores,  las  opiniones  son  diversas, 
nos  vamos  á permitir  apuntar,  por  vía  de  ejem- 
plo, algunos  de  los  Códigos  que  siguen  una  y 
otra  doctrina.  Tenemos  que  el  Código  vene- 
zolano reconoce  el  principio  de  la  nacionalidad, 
pues  en  Venezuela  no  existe  más  que  una  le- 
gislación para  todos  los  habitantes  del  Estado. 
El  Código  Napoleón  sigue  la  misma  doctrina, 
también  el  Código  Italiano,  la  ley  holandesa, 
y el  Código  Civil  Sajón;  pero  este  último  con- 
sagra el  principio,  como  una  excepción,  de  que 
la  capacidad  del  extranjero  que  contrata  en  Sa- 
jorna se  apreciará  según  la  ley  sajona. 

El  principio  del  domicilio  está  reconocido 
en  Inglaterra,  América  del  Norte,  Prusia  y 
Austria:  el  Código  austríaco  tiene  la  particu- 
laridad de  que  sólo  declara  aplicable  la  ley  del 
domicilio  al  extranjero,  en  tanto  que  el  nacio- 
nal está  regido  en  todas  partes  por  la  ley  aus- 
tríaca. También  el  Código  argentino  reconoce 
como  ley  personal  la  ley  del  domicilio. 

Ahora,  sólo  nos  resta  pedir  excusa  al  ilus- 
trado Jurado  por  las  deficiencias  que  notare  en 
este  modesto  estudio;  y nos  contentaremos  con 
haber  cumplido  el  requisito  legal. 


VEREDICTO  DEL  JURADO 


Los  suscritos  hemos  examina- 
do la  presente  Tesis  y encontrando 
que  en  ella  están  cumplidos  los  re- 
quisitos legales,  le  damos  nuestra 
aprobación. 

Caracas:  18  de  diciembre  de  1910. 


<0 fistol  al  (J¡¡.  íendo^a . 


hreu . 


DOCTOR  TRINO  BAPTISTA 

Ministro  de  Instrucción  Pública 

Dr.  Alejo  Zuloaga Rector  de  la  Universidad  Central. 

« Alberto  Smith Vice  - Rector  de  la  Universidad 

Central. 

« Jaime  Picón  F e b r e s ..  Secreta  rio  de  la  Universidad  Cen- 
tral. 

FACULTAD  DE  CIENCIAS  POLITICAS 

Dr.  Federico  Urbano. Presidente. 

« J.  M.  Hiírtado  Machado.  Secretario. 

Profesores  en  propiedad  Asignaturas 

Dr.  J.  Santiago  Rodríguez.  Derecho  Romano  y su  Historia 

« M.  O.  Romero  Sánchez.  Derecho  Público  Ecles.  y De- 

Derecho  Español. 

<l  Carlos  León Sociología  y Economía  Política. 

« F.  Arroyo  Parejo.  . I . . Derecho  Civil  i° y 2 0 año. 

« Federico  Urbano « Constitucional  y Dere- 

cho Administrativo. 

« Ksteb an  Gil  Borges  . . . Hacienda  é Historia  del  Derecho 

« Angel  C.  Rivas Derecho  Internacional  Público 

y Privado. 

<í.  Carlos  F.  Grisanti 3er.  año  de  Derecho  Civil  y De- 

recho Mercantil. 

« Félix  Montes Procedimiento  Civil  y Enjuicia- 

miento Criminal. 

« Alejandro  Urbaneja.  .Derecho  Penal  y Código  Penal. 

« Ramón  Parparcen Práctica  Forense. 


